Bogotá D.C., 30 de octubre de 2018. 

Honorables Senadores
Presidente del Senado de la Republica de Colombia
E.   S.   D. 

Asunto: Proyecto de Ley “Por medio del cual se modifica el parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005”.  
Apreciado Presidente: 

En ejercicio de la facultad prevista en el artículo 150 de la Constitución Política y en concordancia con el artículo 140 de la Ley 5 de 1992 me permito radicar ante la Secretaría General del Congreso de la República el Proyecto de Ley “Por medio del cual se modifica el parágrafo del artículo 38 de la ley 996 de 2005”.
Atentamente,

Senadores Firmantes, 
PROYECTO DE LEY No. ___________ de 2018

“Por medio del cual se modifica el parágrafo del artículo 38 de la ley 996 de 2005”.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La exposición de motivos que acompaña el Proyecto se estructura de la siguiente manera:

I. INTRODUCCIÓN

II. MARCO LEGAL

III. EL PROBLEMA DEL MARCO NORMATIVO VIGENTE

IV. PROPUESTA DE MODIFICACIÓN

I. INTRODUCCIÓN

El proyecto de ley que se pone a consideración propone una reforma a la Ley de garantías electorales. El objetivo del proyecto es que, durante los cuatro meses anteriores a las elecciones, no se les permita a los gobernadores, alcaldes municipales y/o distritales, secretarios, gerentes y directores de entidades descentralizadas del orden municipal, departamental o distrital de celebrar convenios interadministrativos con entidades del mismo nivel territorial y así levantar la prohibición de que estos se puedan celebrar con las entidades del orden nacional.
Esta inicia se enmarca en la Ley Estatutaria de garantías electorales vigente en el país. Aquella, establece el marco legal dentro del cual se debe desarrollar la elección del Presidente de la República o cuando el Presidente de la República en ejercicio aspire a la reelección, o el Vicepresidente de la República aspire a la elección presidencial con el fin de garantizar la igualdad de condiciones para todos los candidatos. Igualmente, reglamenta la participación en política de los servidores públicos y las garantías a la oposición. Recordemos que el 24 de noviembre de 2006, el Ministro de Interior y de Justicia Sabas Pretelt de la Vega, delegatario de funciones presidenciales, sancionó la Ley 996 de 2005.

De esta manera, esta norma que está encaminada a que exista igualdad entre todos los candidatos prohíbe lo siguiente: (i) a las entidades territoriales, en el nivel central y descentralizado, suscribir convenios interadministrativos para ejecutar recursos públicos y (ii) a todos los entes del Estado, contratar directamente hasta la elección del Presidente.

Lo anterior, se justifica porque se busca transparencia durante cualquier elección que se lleve a cabo en el país. Así, la fórmula que encontró el constituyente derivado es de restringir el normal funcionamiento de la administración pública para así evitar que en los distintos niveles del ejecutivo se tome provecho de la investidura para favorecer a uno o varios candidatos por medio de conductas o actividades que puedan ir en contra de las buenas costumbres y la moral pública.
También, es pertinente señalar que esa norma surgió por la aprobación por parte del Congreso de la República y posterior sanción Presidencial del Acto Legislativo 02 de 2004 que permitió la reelección del Presidente Álvaro Uribe Vélez para el periodo constitucional 2006 – 2010. Sin embargo, mediante el Acto Legislativo 02 de 2015 luego de la reelección del Presidente Juan Manuel Santos Calderón, se eliminó esta figura principalmente por “el desbarajuste institucional que se provocó, puesto que la Constitución de 1991 fue diseñada  en el sistema de pesos y contrapesos, sustentado estos en él un esquema periódico de cuatro años, desafortunadamente, el acto legislativo que permitió la reelección en Colombia, solamente se ocupó de establecer la posibilidad de que el Presidente y el Vicepresidente sean reelegidos, no en cambio, de prever que los esquemas de elección de los diferentes órganos de control, de los Magistrados de las Altas Cortes, del Fiscal General de la Nación y de otras consideraciones que hoy hacen necesaria la presente reforma.”

Al respecto, se debe indicar que a pesar de que se suprimió la figura de la reelección Presidencial del ordenamiento jurídico, sin duda alguna, esta ley a cumplido con su fin de evitar que se use el erario público para el beneficio de unos pocos, salvaguardando estos dineros que son tan importantes para el país. No obstante, la limitante para las entidades territoriales ha dificultado mucho la ejecución de recursos y de obras que buscan el desarrollo y bienestar de los ciudadanos. Es decir que, si bien se entiende y se considera necesaria la restricción de realizar convenios interadministrativos, no creemos que esta deba ampliar del nivel territorial al nacional sino más bien del territorial con su entorno, con sus pares.

Lo mencionado porque, en primer lugar, se debe tener en cuenta que la figura de la reelección Presidencial ya no existe en el país, lo que significa que ningún mandatario que únicamente va a durar en el poder por un periodo de 4 años por una sola vez, pueda tener interés de mover el aparato estatal en favor de él con algún interés electoral. Es decir, que al no tener el riesgo de que este pueda perpetuarse en el poder por medio de prácticas clientelistas ya que su puesto este sujeto a una renovación periódica, no habría limitante para que puedan celebrarse este tipo de convenios con los gobernadores, alcaldes municipales y/o distritales, secretarios, gerentes y directores de entidades descentralizadas del orden municipal, departamental o distrital.
Expuesto ese punto, si creemos que, al quitar esa restricción para el nivel nacional, debe establecerse para el territorial así no exista reelección de estas autoridades. Esto porque al nivel local, un mandatario local si podría tener interés de fortalecer su cuadro político en su departamento para poder llegar a una instancia mayor, como por ejemplo fortalecer su grupo en un municipio o beneficiar a alguna persona que tenga interés en ser alcalde o concejal. Por eso, es pertinente que las restricciones de esta ley continúen, pero sólo para las entidades del mismo nivel territorial pero no del territorio a la nación.
II. MARCO LEGAL

El artículo 38 de la Ley 996 de 2005, establece las prohibiciones para los servidores públicos durante cualquier elección popular. Así, se plantea entre otros, que estos no pueden difundir propaganda electoral a favor o en contra de un partido, favorecer con promociones o ascensos a quienes participan de una campaña causa o campaña política u ofrecer algún beneficio para los ciudadanos o comunidades mediante actuaciones de la administración pública, con el objetivo de influir en la intención de voto. También, se les prohíbe a los gobernadores, alcaldes municipales y/o distritales, secretarios, gerentes y directores de entidades descentralizadas del orden municipal, departamental o distrital, que dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones, no se puedan celebrar convenios interadministrativos para la ejecución de recursos públicos, ni participar, promover y destinar recursos públicos de las entidades a su cargo. A continuación, se transcribe el artículo 38 mencionado:

“ARTÍCULO 38. PROHIBICIONES PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS. A los empleados del Estado les está prohibido:

1. Acosar, presionar, o determinar, en cualquier forma, a subalternos para que respalden alguna causa, campaña o controversia política.

2. Difundir propaganda electoral a favor o en contra de cualquier partido, agrupación o movimiento político, a través de publicaciones, estaciones oficiales de televisión y de radio o imprenta pública, a excepción de lo autorizado en la presente ley.

3. Favorecer con promociones, bonificaciones, o ascensos indebidos, a quienes dentro de la entidad a su cargo participan en su misma causa o campaña política, sin perjuicio de los concursos que en condiciones públicas de igualdad e imparcialidad ofrezcan tales posibilidades a los servidores públicos.

4. Ofrecer algún tipo de beneficio directo, particular, inmediato e indebido para los ciudadanos o para las comunidades, mediante obras o actuaciones de la administración pública, con el objeto de influir en la intención de voto.

5. Aducir razones de “buen servicio” para despedir funcionarios de carrera.

La infracción de alguna de las anteriores prohibiciones constituye falta gravísima.

PARÁGRAFO. Los gobernadores, alcaldes municipales y/o distritales, secretarios, gerentes y directores de entidades descentralizadas del orden municipal, departamental o distrital, dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones, no podrán celebrar convenios interadministrativos para la ejecución de recursos públicos, ni participar, promover y destinar recursos públicos de las entidades a su cargo, como tampoco de las que participen como miembros de sus juntas directivas, en o para reuniones de carácter proselitista.

Tampoco podrán inaugurar obras públicas o dar inicio a programas de carácter social en reuniones o eventos en los que participen candidatos a la Presidencia y Vicepresidencia de la República, el Congreso de la República, gobernaciones departamentales, asambleas departamentales, alcaldías y concejos municipales o distritales. Tampoco podrán hacerlo cuando participen voceros de los candidatos.

No podrán autorizar la utilización de inmuebles o bienes muebles de carácter público para actividades proselitistas, ni para facilitar el alojamiento, ni el transporte de electores de candidatos a cargos de elección popular. Tampoco podrán hacerlo cuando participen voceros de los candidatos.

La nómina del respectivo ente territorial o entidad no se podrá modificar dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones a cargos de elección popular, salvo que se trate de provisión de cargos por faltas definitivas, con ocasión de muerte o renuncia irrevocable del cargo correspondiente debidamente aceptada, y en los casos de aplicación de las normas de carrera administrativa.”
III. EL PROBLEMA DEL MARCO NORMATIVO VIGENTE

Como puede observarse, se les prohíbe a los mandatarios locales ya mencionados que puedan celebrar cualquier tipo de convenio interadministrativo dentro de los cuatro meses anteriores a cualquier elección. El inconveniente de esta decisión es que no se tuvo en cuenta que las obras sociales de los entes territoriales se ven interrumpidas durante 344 días, lo equivalente a un año de gobierno del total de los mandatarios locales. Esta norma, obstaculiza la gestión pública territorial, entorpeciendo a todas las entidades del sector público que siempre busca mejorar el bienestar de su población.

Por eso, esta reforma a la Ley 996 de 2005 propone que se permitan los convenios interadministrativos entre el nivel nacional y el territorial pero que a su vez prohíba que estos se celebren entre entidades del mismo nivel. De esta manera, se seguirá cumpliendo con el objetivo de esta norma y les dará la posibilidad a los territorios de cumplir con sus objetivos constituciones y con sus planes de desarrollo cuyo fin siempre será el bienestar social y el progreso de su región.
IV. PROPUESTA DE MODIFICACIÓN

	Normativa actual:

Inciso primero del parágrafo del Artículo 38 de la Ley 996 de 2005
	Texto Propuesto:

PROYECTO DE LEY

	ARTICULO.  38.-Prohibiciones. Los gobernadores, alcaldes municipales y/o distritales, secretarios, gerentes y directores de entidades descentralizadas del orden municipal, departamental o distrital, dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones, no podrán celebrar convenios interadministrativos para la ejecución de recursos públicos, ni participar, promover y destinar recursos públicos de las entidades a su cargo, como tampoco de las que participen como miembros de sus juntas directivas, en o para reuniones de carácter proselitista.

Tampoco podrán inaugurar obras públicas o dar inicio a programas de carácter social en reuniones o eventos en los que participen candidatos a la Presidencia y Vicepresidencia de la República, el Congreso de la República, gobernaciones departamentales, asambleas departamentales, alcaldías y concejos municipales o distritales. Tampoco podrán hacerlo cuando participen voceros de los candidatos.

No podrán autorizar la utilización de inmuebles o bienes muebles de carácter público para actividades proselitistas, ni para facilitar el alojamiento, ni el transporte de electores de candidatos a cargos de elección popular. Tampoco podrán hacerlo cuando participen voceros de los candidatos.

La nómina del respectivo ente territorial o entidad no se podrá modificar dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones a cargos de elección popular, salvo que se trate de provisión de cargos por faltas definitivas, con ocasión de muerte o renuncia irrevocable del cargo correspondiente debidamente aceptada, y en los casos de aplicación de las normas de carrera administrativa.


	ARTICULO.  38.-Prohibiciones. Los gobernadores, alcaldes municipales y/o distritales, secretarios, gerentes y directores de entidades descentralizadas del orden municipal, departamental o distrital, dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones, no podrán celebrar convenios interadministrativos con entidades de su mismo nivel territorial para la ejecución de recursos públicos, ni participar, promover y destinar recursos públicos de las entidades a su cargo, como tampoco de las que participen como miembros de sus juntas directivas, en o para reuniones de carácter proselitista.

Quedan exceptuados de la presente prohibición los convenios interadministrativos para la ejecución de recursos que celebren las entidades del orden nacional con las entidades territoriales, como también el aporte de recursos de las entidades territoriales a dichos convenios.

Tampoco podrán inaugurar obras públicas o dar inicio a programas de carácter social en reuniones o eventos en los que participen candidatos a la Presidencia y Vicepresidencia de la República, el Congreso de la República, gobernaciones departamentales, asambleas departamentales, alcaldías y concejos municipales o distritales. Tampoco podrán hacerlo cuando participen voceros de los candidatos.

No podrán autorizar la utilización de inmuebles o bienes muebles de carácter público para actividades proselitistas, ni para facilitar el alojamiento, ni el transporte de electores de candidatos a cargos de elección popular. Tampoco podrán hacerlo cuando participen voceros de los candidatos.

La nómina del respectivo ente territorial o entidad no se podrá modificar dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones a cargos de elección popular, salvo que se trate de provisión de cargos por faltas definitivas, con ocasión de muerte o renuncia irrevocable del cargo correspondiente debidamente aceptada, y en los casos de aplicación de las normas de carrera administrativa.


Con toda su atención,
Senadores Firmantes, 
PROYECTO DE LEY No. ___________ de 2018

“Por medio del cual se modifica el parágrafo del artículo 38 de la ley 996 de 2005”.

El Congreso de la República de Colombia

DECRETA

ARTÍCULO 1°: Modifíquese el parágrafo del Artículo 38 de la Ley 996 de 2005, así:

Los gobernadores, alcaldes municipales y/o distritales, secretarios, gerentes y directores de entidades descentralizadas del orden municipal, departamental o distrital, dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones, no podrán celebrar convenios interadministrativos con entidades de su mismo nivel territorial para la ejecución de recursos públicos, ni participar, promover y destinar recursos públicos de las entidades a su cargo, como tampoco de las que participen como miembros de sus juntas directivas, en o para reuniones de carácter proselitista.

Quedan exceptuados de la presente prohibición los convenios interadministrativos para la ejecución de recursos que celebren las entidades del orden nacional con las entidades territoriales, como también el aporte de recursos de las entidades territoriales a dichos convenios.

Tampoco podrán inaugurar obras públicas o dar inicio a programas de carácter social en reuniones o eventos en los que participen candidatos a la Presidencia y Vicepresidencia de la República, el Congreso de la República, gobernaciones departamentales, asambleas departamentales, alcaldías y concejos municipales o distritales. Tampoco podrán hacerlo cuando participen voceros de los candidatos.

No podrán autorizar la utilización de inmuebles o bienes muebles de carácter público para actividades proselitistas, ni para facilitar el alojamiento, ni el transporte de electores de candidatos a cargos de elección popular. Tampoco podrán hacerlo cuando participen voceros de los candidatos.

La nómina del respectivo ente territorial o entidad no se podrá modificar dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones a cargos de elección popular, salvo que se trate de provisión de cargos por faltas definitivas, con ocasión de muerte o renuncia irrevocable del cargo correspondiente debidamente aceptada, y en los casos de aplicación de las normas de carrera administrativa.

ARTÍCULO 2º. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Cordialmente,

Senadores Firmantes, 
� Proyecto de Acto Legislativo número 18 de 2014 Senado. Gaceta del Congreso 458 de 2014.





